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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de junio de 2022. 

 Comparece el Municipio de Cayey (Municipio o la parte apelante) y 

solicita la revocación de la Sentencia emitida el 8 de diciembre de 2021, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas (TPI o foro primario) 

notificada el 9 de diciembre de 2021. Mediante la referida Sentencia, el TPI 

declaró con lugar la Demanda en daños y perjuicios presentada en su contra 

por el Sr. Ragdiel Reyes Ortiz (señor Reyes Ortiz) y la Sra. Yesenia Andújar 

Cartagena (señora Andújar Cartagena) (los apelados) y condenó al 

Municipio de Cayey a satisfacer al señor Reyes Ortiz la suma de $75,000.00 

por concepto de los daños sufridos por este a raíz de una caída y a la señora 

Andújar Cartagena la suma de $3,333.00 por sus daños emocionales. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

modificamos la Sentencia apelada.  

     I 

 El 9 de junio de 2020 el señor Reyes Ortiz y la señora Andújar 

Cartagena presentaron Demanda en Daños y Perjuicios en contra del 
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Municipio de Cayey, a raíz de una caída que sufrió el señor Reyes Ortiz el 

26 de abril de 2020, mientras caminaba por una acera de la calle Nicolás 

Jiménez de dicho municipio.  

 En síntesis, el señor Reyes Ortiz y la señora Andújar Cartagena 

alegaron en la Demanda que eran compañeros consensuales; que el 26 de 

abril de 2020, mientras el señor Reyes Ortiz caminaba por una acera de la 

calle Nicolás Jiménez del Municipio de Cayey, este cayó de rodillas al 

tropezar en un desnivel de la misma y escuchó como si algo se hubiera roto 

dentro de su rodilla derecha.  Alegaron que en dicha rodilla, el señor Reyes 

Ortiz sufrió extensos daños que incluyen desgarre del ligamento interior; 

fractura por impactación subcondral del femoral lateral; ruptura del quiste 

poplíteo; desagarre del ligamento colateral medio; tendinosis de la cabeza 

medial del músculo gastrocnemio y músculo cuádricep; tendinosis 

rotuliana; y que por las lesiones sufridas tuvo que ser intervenido 

quirúrgicamente para reparar las mismas.  

El 25 de agosto de 2020, el Municipio presentó su Contestación a la 

Demanda en la que negó las alegaciones esenciales.   

 Luego de los trámites procesales pertinentes, el 13 de octubre de 

2021, se celebró la vista en su fondo.  Las partes estipularon la siguiente 

prueba documental, la cual fue admitida en evidencia por el foro primario: 

Récord Médico Certificado Sala de Emergencia Hospital Menonita Cayey 

(Exhibit 1); Récord Médico Certificado Pavía Santurce (Exhibit 2); Récord 

Médico Certificado Centro Fisiátrico del Plata (Exhibit 3); Récord Médico 

Certificado Puerto Rico Pathology (Exhibit 4); Récord Médico Certificado 

Dr. Mark Trautmann (Exhibit 5); Récord Médico Certificado San Juan 

Orthopedic Group (Exhibit 6); Fotografías del lugar del accidente (Exhibit 

7); Curriculum Vitae Dr. Julio A. Albino Vázquez (Exhibit 9); Informe del 

Perito (Exhibit 10); Gastos médicos (Exhibit 11); Talonarios de Salarios 

(Exhibit 12). Durante el juicio prestaron testimonio el señor Reyes Ortiz, la 
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señora Andújar Cartagena y el perito médico, el Dr. Julio A. Albino 

Vázquez. El Municipio de Cayey, por su parte, no presentó prueba oral. 

   Mediante Sentencia emitida el 8 de diciembre de 2021, el foro 

primario declaró con lugar la Demanda en daños y perjuicios presentada 

por los apelados y condenó al Municipio a satisfacer al señor Reyes Ortiz la 

suma de $75,000.00 por concepto de los daños sufridos por este a raíz de 

una caída y a la señora Andújar Cartagena la suma de $3,333.00 por sus 

daños emocionales. En dicha Sentencia el TPI formuló, entre otras, las 

siguientes determinaciones de hecho: 

 “1…. 

  2… 

3. El domingo 26 de abril de 2020, el señor Reyes Ortiz de 30 años 
para la fecha de los hechos se aprestaba a retirar dinero de una 
máquina ATH del Banco Popular que está localizada al lado del 
restaurante Burger King del Pueblo de Cayey. 

 
4. La señora Andújar Cartagena iba conduciendo el vehículo. El 

señor Reyes Ortiz iba de pasajero. El bebé de estos estaba en el 
asiento de atrás. La señora Andújar Cartagena estacionó el 
automóvil en la calle, pegada a la acera contraria a donde estaba 
ubicado el cajero automático. 

 
5. Luego de bajarse del vehículo, y haber caminado unos pasos 

por la acera para cruzar la calle en dirección al cajero 
automático, el señor Reyes Ortiz súbita e inesperadamente cae 
al piso, luego de que su pie derecho se encajara en un desnivel, 
impactando la acera fuertemente con su rodilla derecha. 

 
6. Conforme al testimonio del demandante esa parte de la acera 

de la calle Nicolás Jiménez tiene un cambio de nivel de 
aproximadamente una y cuarto pulgadas (1 ¼”) de 
levantamiento.  Ese cambio era difícil de detectar por la tierra 
y piedras que había en la acera según surge del testimonio del 
señor Reyes. 

 
7. Este tipo de levantamiento en una acera municipal es un 

riesgo de tropiezo y caída para un transeúnte. Además, excede 
el criterio establecido en la “The Americans with Disability 
Act 2010” (ADA), sección 303, para un cambio de nivel en una 
acera, que no debe exceder de un cuarto de pulgada (1/4”). 42 
U.S.C. seccs. 12131-12165, 12181-12189.  Regla 202(2) de 
Evidencia, 32 L.P.R.A. Ap. VI. 

 
8. La sección 303 de ADA lee como sigue: “Changes in level can 

be up to ¼” without treatment or ½”if beveled with a slope no 
steeper than 1:2. Changes in level above a ½” must be treated as 
a ramp or curb ramp (or a walkway is a slope no steeper than 
1:20 can be achieved).  These specifications apply to all portions 
of accessible routes, including thresholds and carpet trim.” 
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9. Al caer a la acera, el señor Reyes Ortiz escuchó como si algo se 
hubiera roto dentro de su rodilla derecha. 

 
10. Debido a la inflamación y el inmenso dolor el demandante 

acudió a la Sala de Emergencias del Hospital Menonita de 
Cayey. Allí, fue evaluado, le realizaron radiografías de su 
rodilla derecha, se le colocó un yeso en la pierna derecha y fue 
referido al servicio de ortopedia. 

 
11. El 29 de abril de 2020, el señor Reyes Ortiz fue evaluado por 

el ortopeda, Dr. José Fumero Pérez.  Este le inyectó la rodilla 
derecha para aliviar el dolor y le ordenó la utilización de una 
rodillera con soportes laterales de metal.  Le ordenó además, un 
estudio de resonancia magnética de la extremidad afectada 
(MRI). 

 
12. El 28 de abril de 2020, el señor Reyes Ortiz se realiza el MRI. 

El estudio reflejó desgarre del ligamento interior; fractura por 
impactación subcondral del femoral lateral; ruptrura del quiste 
poplíteo; desgarre del ligamento colateral medio; tendinosis de 
la cabeza medial del músculo gastrocnemio; y músculo 
cuádricep y tendinosis rotuliana.   

 
13. El Dr. Fumero le recomendó al señor Reyes que fuera 

evaluado por el Dr. Mark Trautmann, ortopeda, para 
intervención quirúrgica. 

 
14. El señor Reyes Ortiz fue evaluado, tratado y medicado por el 

Dr. Trautmann. El 21 de mayo de 2020, el Dr. Trautmann le 
realiza al señor Reyes Ortiz, en el Hospital Pavía, una 
reparación del desgarre del ligamento anterior y artroscopía del 
menisco lateral de la rodilla derecha. 

 
15.El señor Reyes Ortiz estuvo en recuperación desde el 26 de 

abril de 2020 al 17 de agosto de 2020, por lo que tuvo que utilizar 
rodillera, muletas y silla de ruedas. 

 
16. Como parte de su tratamiento médico, este fue referido al 

fisiatra, Dr. Claudio Arias, quien lo evalúa y le ordena 24 
terapias físicas.  Las terapias duraban alrededor de una hora y 
eran muy dolorosas. 

 
17. El señor Reyes Ortiz tuvo gastos médicos por la suma de 

$1,431.54. 
 
18. El señor Reyes Ortiz trabaja para la compañía Coca Cola de 

Puerto Rico Bottlers, desempeñándose como operador de 
montacargas.  Este no pudo trabajar desde el 27 de abril de 2020 
hasta el 17 de agosto de 2020. 

 
19. Los talonarios sometidos en evidencia demuestran que el 

señor Reyes Ortiz devengaba salarios semanales de $387.11, 
$333.10, $343.70, $338.00, para un promedio de $345.92 semanal. 

 
20. Durante el período en que estuvo sin poder trabajar, desde el 

27 de abril de 2020 al 17 de agosto de 2020, el señor Reyes Ortiz 
hubiese devengado la suma bruta de $5,537.07.  El señor Reyes 
Ortiz recibió la suma de $1,599.00 de un seguro por desempleo.  
Este dejó de devengar la suma de $3,936.07. 

 
21. Luego de la caída del 26 de abril de 2020, la prueba estableció 

que el señor Reyes Ortiz está emocionalmente afectado porque 
no se siente normal y por no ser la misma persona de antes. Este 
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tiene dificultad para realizar las tareas del hogar, como cortar 
grama y lavar la marquesina, y requiere ayuda de personal que 
tiene que pagar. 

 
22. También, siente mucho dolor en su rodilla derecha cuando 

está tiempo sentado, mucho tiempo parado, subir y bajar 
escaleras y estar parado haciendo filas en comercios y bancos. 

 
23. El señor Reyes Ortiz, además, tiene inflamación, calambre, 

adormecimiento y fuerza disminuida en la rodilla derecha en 
comparación a la rodilla izquierda.   

 
24. Este no puede entrenar y hacer ejercicios, actividad que 

realizaba continuamente y disfrutaba, por lo que ha aumentado 
considerablemente de peso. 

 
25. El Dr. Julio A. Albino fue admitido como perito médico de la 

parte demandante en evaluación de impedimento físico. Este 
evaluó al señor Reyes Ortiz, estudió sus récords médicos; y 
redactó un informe pericial conteniendo sus hallazgos y 
conclusiones. 

 
26. Conforme surge del informe pericial durante su tratamiento, 

el señor Reyes Ortiz utilizó potentes medicamentos para el 
dolor y la inflamación, tales como. Tramadol, Toradol, 
Diclofenac y Voltaren. 

 
27. El señor Reyes Ortiz ha quedado con cicatrices en su rodilla y 

sufre de tres (3%) de impedimento físico general permanente. 
 
28. La señora Andújar tuvo que hacerse cargo de las cosas del 

hogar y sufrió emocionalmente al ver la situación de salud de 
su compañero. 

 
En esencia, el foro primario concluyó que la prueba presentada 

demuestra que la acera de la calle Nicolás Jiménez en la cual el señor Reyes 

Ortiz sufrió su caída estaba bajo la jurisdicción y mantenimiento del 

Municipio Autónomo de Cayey y que esta tenía un desnivel de una y cuarto 

pulgadas (1 1/4 “), lo que causó la caída del señor Reyes Ortiz al tropezar 

con el mismo.  Razonó el TPI que, aunque el Municipio de Cayey alegó y 

trató de demostrar que el señor Reyes Ortiz incurrió en negligencia 

comparada, no colocó al tribunal en posición de poder hacer tal 

determinación.  Ello porque no presentó prueba para demostrar que un 

desnivel de una acera de una y cuarto pulgadas (1 ¼ “), era un defecto fácil 

de descubrir para un peatón, como el señor Reyes Ortiz, desde el ángulo en 

que este caminaba, sobre todo por la tierra y piedras que había en la acera. 



 
 

 

KLAN202200268 
 

 

6 

El 20 de diciembre de 2021, el Municipio de Cayey presentó Moción 

Solicitando Determinaciones de Hechos Adicionales y Reconsideración que fue 

declarada No Ha Lugar por el TPI mediante Resolución de 11 de febrero de 

2022, notificada el 14 de febrero del corriente año. 

 Inconforme, el Municipio de Cayey comparece ante nos mediante 

recurso de epígrafe y señala la comisión de los siguientes errores por parte 

del foro primario: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL NO ESTABLECER NEGLIGENCIA 
COMPARADA AL APELADO CUANDO DE LA PRUEBA HUBO 
MÁS QUE SUFICIENTES ELEMENTOS QUE ESTABLECEN LA 
MISMA.  
 
SEGUNDO ERROR:  ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL APRECIAR LA PRUEBA DE MANERA 
PREJUICIADA, PARCIALIZADA EN ABUSO DE DISCRECIÓN Y 
ERRADAMENTE. 

     
 Por su parte, los apelados comparecen ante nos mediante Alegato de 

Ragdiel Reyes Ortiz y Yesenia Andújar Cartagena. En ajustada síntesis, 

sostienen que el Municipio de Cayey interesa que este Tribunal de 

Apelaciones sustituya la adjudicación de credibilidad realizada por el foro 

primario referente a la forma en que ocurrió la caída del señor Reyes Ortiz, 

a base de “record[s] mudos e inexpresivos,” lo que es improcedente. 

 Examinados los escritos de las partes y sus respectivos anejos, así 

como la transcripción del juicio celebrado el 13 de octubre de 2021, estamos 

en posición de resolver. 

     II 

El Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, 31 LPRA sec. 

5141, establece: “[e]l que por acción u omisión causa daño a otro, 

interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño 

causado”.1 En materia de daños y perjuicios para que prospere una 

 
1 El 28 de noviembre de 2020, entró en vigor el nuevo Código Civil de Puerto Rico, Ley 
Núm. 55-2020 (“Código Civil de 2020”). Es oportuno destacar que los hechos del caso de 
epígrafe ocurrieron previo a la fecha de vigencia de la citada ley. Por lo cual, consideramos 
pertinente aclarar que el Código Civil de 2020 establece en las disposiciones transitorias 
que, “La responsabilidad civil extracontractual, tanto en su extensión como su naturaleza, 
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reclamación bajo el citado Artículo, tiene que darse la concurrencia de tres 

elementos básicos a saber: (1) un acto u omisión culposo o negligente del 

demandado; (2) la presencia de un daño físico o emocional en el 

demandante y (3) que exista un nexo causal entre el daño sufrido y el acto 

u omisión. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 843 (2010). 

El acto culposo o negligente se define como la falta del debido 

cuidado, según la figura de la persona de prudencia común y ordinaria. 

López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 150-151 (2006); Gierbolini v. 

Employers Fire Ins. Co., 104 DPR 853, 860 (1976).  Sobre la culpa el más Alto 

Foro ha reiterado que consiste en no anticipar las consecuencias racionales 

de un acto u omisión. Íd. en la pág. 151; Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464, 

473 (1997).  En cambio, la responsabilidad civil extracontractual producida 

por omisiones negligentes surge cuando el “[a]legado causante del daño 

quebranta un deber impuesto o reconocido por ley”. Hernández Vélez v. 

Televicentro, 168 DPR 803, 813 (2006). 

La culpa aludida en el párrafo anterior puede ocurrir por la 

concurrencia de culpas.  Es por lo que el Artículo 1802 también dispone que 

“[l]a imprudencia concurrente del perjudicado no exime de 

responsabilidad, pero conlleva la reducción de la indemnización.”. Esta 

porción trata sobre la defensa de negligencia comparada, cuyo efecto es 

atenuar la responsabilidad de la parte demandada de acuerdo con el grado 

de negligencia desplegado por la parte demandante que contribuye a la 

producción de sus propios daños. Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. PR, 173 

DPR 170 (2008), citando a Velázquez v. Ponce Asphalt, 113 DPR 39, 47 

(1982) y Quiñones López v. Manzano Posas, 141 DPR 139 (1996). Esta norma 

tiende a individualizar las indemnizaciones por daño, colocando el rigor 

 
se determina por la ley vigente en el momento en que ocurrió el acto u omisión que da 
lugar a dicha responsabilidad. Si unos actos u omisiones ocurrieron antes de la vigencia de 
este Código y otros ocurrieron después, la responsabilidad se rige por la legislación 
anterior”. 31 LPRA sec.11720 (Énfasis suplido). 
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económico en las partes conforme a la proporción de su descuido y 

negligencia. De León, Hernández v. Hosp. Universitario, 174 DPR 393 

(2008).  

La doctrina de negligencia comparada, requiere que el juzgador, 

además de determinar el monto de la compensación que corresponde a la 

víctima, establezca el porcentaje de responsabilidad o negligencia que 

corresponde a cada parte y reduzca la indemnización del demandante de 

conformidad con la distribución de responsabilidad efectuada. SLG Colón-

Rivas v. ELA, 196 DPR 855,865 (2016), citando a H.M. Brau del Toro, Los 

daños y perjuicios extracontractuales en Puerto Rico, 2da ed., San Juan, Pubs. 

J.T.S., 1986, pág. 410. Así, para determinar la negligencia que corresponde 

a cada parte en casos de negligencia comparada es necesario “analizar y 

considerar todos los hechos y circunstancias que mediaron en el caso, y 

particularmente si ha habido una causa predominante” 

B.  

 

En nuestro ordenamiento jurídico es norma reiterada que, cuando 

un comerciante mantiene abierto al público un lugar, con el propósito de 

llevar a cabo actividades económicas para su beneficio, éste asume el deber 

de mantener ese espacio en condiciones óptimas de seguridad de forma tal 

que evite que un cliente sufra daño alguno. Camacho Rivera v. Richard 

Mitchell, Inc., 202 DPR 34 (2019), citando a Colón y otros v. K-mart y otros, 

154 DPR 5100, 518 (2001). Este deber implica que el dueño y operador debe 

de ejercer un cuidado razonable para mantener la seguridad de las áreas 

accesibles al público, para que, de ese modo, se evite que sus clientes sufran 

algún daño. Íd. 

Es por ello que los propietarios de establecimientos comerciales son 

responsables por los daños ocasionados a causa de aquellas condiciones 

peligrosas existentes, siempre que éstas sean conocidas por los propietarios 

o su conocimiento le sea imputable. Lo anterior no implica que el dueño de 



 
 

 
KLAN202200268    

 

9 

un establecimiento comercial asuma responsabilidad absoluta frente a 

cualquier daño recibido por un cliente dentro de su negocio. Por ello, quien 

haya sufrido un daño en un establecimiento comercial debe probar que 

ese daño se debió a la existencia de una condición peligrosa, que esa 

condición fue la que con mayor probabilidad ocasionó el daño y que ésta 

era conocida por el demandado, o que debió conocerla. Íd. Véase también 

Ramos v. Wal-Mart, 165 DPR 510, 514(2005). 

En cuanto a la controversia de autos, es importante recordar que al 

igual que los establecimientos comerciales tienen la obligación de mantener 

sus inmediaciones en condiciones seguras, en nuestro ordenamiento 

jurídico se ha reconocido que los municipios tienen un deber de mantener 

sus aceras en un estado razonable de seguridad. Pérez v. Mun. De Lares, 

155 DPR 697, 711-712 (2001). Esto, no obstante, no quiere decir que el 

municipio tenga que mantenerla en un estado perfecto. Íd. 

    C. 

La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2, 

establece que “[l]as determinaciones de hechos basadas en testimonio oral 

no se dejarán sin efecto a menos que sean claramente erróneas, y se dará la 

debida consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador 

para juzgar la credibilidad de las personas testigos”. Por lo que como norma 

general no hemos de intervenir, ni alterar, innecesariamente, las 

determinaciones de hecho formuladas por el foro primario “[l]uego 

de admitir y aquilatar la prueba presentada durante el juicio". Suárez 

Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 65 (2009). No podemos 

“[d]escartar y sustituir las determinaciones tajantes y ponderadas del foro 

de instancia”. Íd., en las págs. 65-66. 

Es norma reiterada que las determinaciones de hechos y la 

adjudicación de credibilidad que hace un foro inferior son merecedoras de 

gran deferencia por parte de los tribunales apelativos. Un tribunal apelativo 
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de ordinario no debe intervenir con las determinaciones de hechos ni con la 

adjudicación de credibilidad que le ha dado el juzgador de los hechos, salvo 

que haya mediado pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007). Solo ante la presencia de 

estos elementos o cuando la apreciación de la prueba no concuerde con la 

realidad fáctica o ésta sea inherentemente imposible o increíble, es que un 

foro apelativo debe intervenir con la apreciación efectuada. Pueblo v. 

Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 99 (2000). 

        D. 

La tarea judicial de estimar y valorar los daños es una compleja y 

delicada debido a que no existe un sistema de computación que permita 

llegar a un resultado exacto en relación con el cual todas las partes queden 

satisfechas y complacidas. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, 195 

DPR 476 (2016). Como regla general, los foros apelativos no deben 

intervenir con la estimación de los daños que realicen los tribunales de 

instancia, a menos que las cuantías concedidas sean ridículamente bajas 

o exagerada altas. Ese ejercicio de valoración de daños involucra cierto 

grado de especulación y elementos subjetivos, tales como la discreción y el 

sentido de justicia y conciencia humana del juzgador de los hechos. 

Además, el foro primario es el que tiene contacto directo con la prueba 

testifical presentada y, por ende, está en mejor posición de emitir un juicio 

sobre la valorización de daños. Esta norma impone a quien propone que los 

daños deben ser modificados la obligación de demostrar la existencia de 

circunstancias que hacen meritorio que se modifiquen. Meléndez Vega v. 

El Vocero, 189 DPR 123 (2013).  

 Al realizar la tarea de impartir daños, los tribunales deben 

considerar que el conceder cuantías insuficientes por daños tiene el efecto 

de aminorar la responsabilidad civil a la que debe sujetarse el causante del 

daño, mientras que conceder daños exagerados conlleva un elemento 
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punitivo, no reconocido por nuestro ordenamiento. Íd., pág. 204. Por ello, 

una manera de velar porque los daños atribuidos sean razonables es 

comparar con las sumas de reclamaciones previas en condiciones parecidas, 

siempre que las indemnizaciones se ajusten al valor presente. Rodríguez et 

al. v Hospital et al., 186 DPR 889 (2012). No existen dos (2) casos 

exactamente iguales y cada caso es distinguible por sus propias 

circunstancias. No obstante, a los fines de determinar si la valorización de 

los daños en un caso es o no adecuada, las cuantías concedidas en casos 

anteriores similares resultan de utilidad. Santiago Montañez v. Fresenius 

Medic, supra, pág. 491; Meléndez Vega v. El Vocero, supra, pág. 205; y 

Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, 179 DPR 774, 785 (2010), citando 

a S.L.G. v. F.W. Woolworth & Co., 143 DPR 76, 81-82 (1997). Ahora bien, 

luego de la valoración económica, los tribunales están obligados a examinar 

las circunstancias particulares del litigio para asegurarse de que procede la 

cuantía concedida. Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra, pág. 

786. En todo caso, las compensaciones otorgadas en casos anteriores deben 

ajustarse a su valor presente. Meléndez Vega v. El Vocero, supra, pág. 204. 

 Debido a que, conforme señalamos, los tribunales apelativos no 

intervendrán con las cuantías que el TPI conceda a menos que estas sean 

ridículamente bajas o exagerada altas, cuando una parte solicita la 

modificación de las sumas concedidas por el tribunal, está obligada a 

demostrar la existencia de circunstancias que amerítenla modificación 

solicitada. Nieves Cruz v. UPR, 151 DPR 150 (2000).  

     III 

 Es la contención principal del Municipio en su primer señalamiento 

de error que el foro primario incidió al no aplicarle al señor Reyes Ortiz, 

conforme los hechos probados en el caso de epígrafe, un porciento de 

negligencia comparada. Argumenta que la prueba presentada establece 
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elementos suficientes que instituyen negligencia comparada y que el TPI 

incurrió en prejuicio y parcialidad al apreciar la prueba desfilada. 

En el presente caso no existe controversia alguna en cuanto al hecho 

de que el Municipio es responsable del mantenimiento de la acera en la que 

ocurrió la caída. No obstante, la parte apelante afirma que el señor Reyes 

Ortiz no tuvo la debida cautela para evitar la caída que le ocasionó los daños 

reclamados, por lo cual debe atribuírsele algún porciento de negligencia. 

Discrepamos. 

Conforme fue demostrado durante el juicio, mediante el testimonio 

del señor Reyes Ortiz, la condición de peligrosidad en la acera del 

Municipio que ocasionó la caída al señor Reyes Ortiz fue un cambio de nivel 

de aproximadamente una y cuarto pulgadas (1¼”) de levantamiento.  

Asimismo, fue probado que dicho cambio de nivel era difícil de detectar 

por la tierra y piedras que había en la acera. Más aún, durante el juicio se le 

solicitó al Tribunal, sin objeción alguna, que tomara conocimiento judicial 

de que la Sección 303.2 del American with Disability Act de 1990, 42 USC, 

secciones 1012-131 a 12165 y Secciones 12181 a 12189, los cambios de niveles 

en áreas de caminar públicas no pueden exceder de un cuarto de pulgada 

de alto.2 Dicha prueba, creída por el foro primario, no fue rebatida por el 

Municipio de Cayey. Inclusive, tal cual enunciamos en la presente sentencia 

al exponer los hechos procesales, el Municipio no presentó prueba oral. Así 

pues, pese a así reclamar, el Municipio no desfiló prueba que demostrara 

que el señor Reyes Ortiz no tuvo la debida cautela para evitar la caída que 

le ocasionó los daños reclamados, de manera que pudiera imputársele 

negligencia comparada. 

Indudablemente, contrario a lo esbozado por el Municipio en su 

primer señalamiento de error, el foro primario hizo las determinaciones de 

 
2 Véase, Transcripción del juicio celebrado el 13 de octubre del 2021, pág. 61, línea 19 a la pág. 
62, línea 12. 
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hechos pertinentes conforme a la prueba testifical y documental que tuvo 

ante sí. Es por ello, por lo que concluimos que el principal escollo de la 

contención de la parte apelante no son las determinaciones de hechos. Por 

el contrario, el primer obstáculo que enfrenta el argumento del Municipio 

es la credibilidad y el valor probatorio que el foro primario le confirió a la 

prueba desfilada por los apelados. En ausencia de otra prueba que 

establezca lo contrario, tal adjudicación de credibilidad sobre la forma en 

que ocurrió la caída del señor Reyes Ortiz, y a la naturaleza de los daños 

sufridos, merece nuestra deferencia. 

Así pues, luego de un análisis integral de toda la prueba documental 

que se presentó ante Instancia, así como de la transcripción provista de los 

testimonios vertidos en el juicio en su fondo, es nuestro criterio que el foro 

primario no erró al imputarle negligencia al Municipio de Cayey y excluir 

así la negligencia comparada del señor Reyes Ortiz como causa de la caída 

sufrida por él.  Al final de cuentas, en el caso que nos ocupa hay ausencia 

total de prueba por parte del Municipio de Cayey que pudiera llevar al TPI 

a concluir razonablemente que el señor Reyes Ortiz faltó a su deber de 

cuidado o que indicara que este no tomó las debidas precauciones para 

evitar su caída. Por consiguiente, resolvemos que no incidió el foro 

primario al adjudicar responsabilidad por negligencia únicamente al 

Municipio de Cayey y al descartar la negligencia comparada como causante 

de los daños sufridos por el señor Reyes Ortiz.  

Esta conclusión, causa que tampoco fuera cometido el segundo 

señalamiento de error del Municipio. Tal como resolvimos, en el presente 

caso no existe evidencia que derrote la evaluación y valorización de la 

prueba admitida durante el juicio y la consecuente determinación judicial 

de que el Municipio es el sólo responsable de los daños sufridos por el señor 

Reyes Ortiz. Por tanto, los planteamientos levantados por el Municipio en 

la discusión de su segundo señalamiento de error en cuanto a que procede 
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modificar la cuantía concedida a los fines de atribuirse el porciento de 

negligencia comparada son equivocados e improcedentes. Más allá de 

argüir que la cantidad concedida debía ser modificada para representar la 

negligencia comparada que en su primer error debió concluirse, el 

Municipio no añade argumentos en su recurso dirigidos expresamente a 

cuestionar la valoración de los daños hechas por el TPI. Este no alega que 

dicha cuantía haya sido excesiva. Tampoco argumenta que la 

compensación otorgada al señor Reyes Ortiz no guarde relación alguna con 

la prueba recibida.3    

Ahora bien, al realizar nuestra función revisora advertimos que, 

durante su testimonio, el señor Reyes Ortiz admitió haber recibido como 

pago del Seguro de Incapacidad No Ocupacional Temporal (SINOT) la 

cantidad de $2,599.00.4 Por tanto, la cuantía que este realmente dejó de 

devengar, conforme la prueba desfilada no fue $3,936.07, tal cual concluyó 

el TPI; sino $2,938.07.5 Siendo ello así, modificamos la sentencia para 

corregir que la cantidad dejada de devengar por el señor Reyes Ortiz. 

      

 

 
3 Aunque la discusión sometida como impugnación sobre la valorización de daños 
concedida fue limitada, centrándose en la existencia de negligencia comparada, aun así, 
nos dimos a la tarea de buscar jurisprudencia sobre caídas en aceras municipales. 
Encontramos una gran variedad de este tipo de casos, sin embargo, en aquellos 
encontrados las controversias específicas atendidas no trataban sobre la valorización de 
los remedios económicos concedidos. Por ello, procedimos a ampliar nuestra búsqueda a 
aquellos casos guías en los que se concedieron cuantías por los daños y perjuicios sufridos 
a consecuencia de una caída en un establecimiento comercial. La razón para ello es que la 
responsabilidad de los establecimientos comerciales sobre las situaciones de peligrosidad 
es similar a aquella de los Municipios. Entiéndase, el análisis que debe realizarse en ambos 
casos es similar. Así, nos encontramos con los casos Colón y otros v. K-mart y otros, 154 
DPR 510 (2001); SLG coriano-correa v. K-mart Corp., 154 DPR 523 (2001). Igual, 
encontramos decisiones similares de paneles hermanos de este Tribunal, como, por 
ejemplo, Santos Cortés v. Municipio de Utuado, KLAN201600016. Evaluadas las cuantías 
concedidas en los citados casos en proporción a los daños en cada uno de ellos sufridos, y 
comparando estas con la cuantía concedida en la causa de epígrafe en proporción a los 
daños sufridos, consideramos que la compensación otorgada el señor Reyes Ortiz es una 
razonable. 
44 Véase 73, línea 20 a la pág. 74, línea 9. Aunque durante su examen directo, el señor Reyes 
Ortiz manifestó que recibió tres pagos por $1,599, luego durante el turno del 
contrainterrogatorio indicó que dicha cantidad era $2,599.00.  
5 Este número se obtiene al restar la cantidad recibida ($2,599.00) de la suma bruta que este 
hubiera devengado de su empleo por el tiempo que estuvo sin trabajar ($5,537.07). 
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IV 

 Por los fundamentos, anteriormente expuestos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, modificamos la Sentencia apelada por el 

Municipio de Cayey, a los efectos de establecer que la cantidad dejada de 

devengar por este fue $2,938.07. Así modificada se confirma.  

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


